URGENTE:

ANALISIS TECNICO, ECONOMICO Y JURIDICO DE LA RENEGOCIACION DE CONTRATOS EN EL MARCO DE LA NUEVA CONSTITUCION. (ABRIL 2010)
Todos los contratos vigentes, los de transición temporal y los de prestación de servicios que el gobierno desea celebrar, son inconstitucionales.
La explotación de los hidrocarburos en el Ecuador se realiza en la compleja situación de anormalidades jurídicas y constitucionales en que se encuentran los 34 contratos celebrados en las siguientes modalidades contractuales:

1.-
Prestación de servicios

1

2.-
Participación


10

3.-
Campos Unificados

5

4.-
Campos Marginales

6

5.-
Servicios Específicos

8

6.-
Alianzas Operativas

2

7.-
Alianzas Estratégicas

2






     ------




TOTAL

34

Esta diversidad contractual se aprecia en la información más importante consignada en el siguiente cuadro:

[image: image1.emf]No.  BLOQUE O CAMPO OPERADORA CONTRATO PE/CIAS. RESERVAS PRODUCCION b/d COSTO B/P

% REMANENTES $ USA

1 B10 AGIP PRESTACION DE SERVICIOS - 53.878.800 19.964 30,66

2 B14 PETRORIENTAL PARTICIPACION 25/75 9.356.198 12.538 32,68

3 B17 PETRORIENTAL PARTICIPACION 25/75 11.922.848 ↕ 35,23

4 B16 REPSOL PARTICIPACION 22/78 31.253.598 35.572 25,28

5 B18 PETROBRAS PARTICIPACION 60/40 1.520.000 200 -

6 B28 TRIPETROL PARTICIPACION EN PROCESO DE CADUCIDAD

7 TARAPOA ANDES ACP PARTICIPACION 29/71 29.779.522 20.623 22,40

8 B1 CANADA GRANDE PARTICIPACION 23/77 2.221.992 129 -

9 B3 EDC PARTICIPACION 10/90 - - -

10 B7 PERENCO PARTICIPACION 21/79 4.136.195 17.017 17,64 (37,60)

11 B21 PERENCO PARTICIPACION 21/79 12.759.000 ↕ 17,64 (47,23)

12 BOGUI-CAPIRON REPSOL C. UNIFICADO 18/82 429.355 3.048 29,63

13 FANNY B18 ANDES ACP C. UNIFICADO 29/71 6.249.823 15.605 -

14 MARIAN ANDES ACP C. UNIFICADO 30/70 4.824.506 937 -

15 PALO AZUL PETROBRAS C. UNIFICADO 60/40 2.419.842 19.386 10,71

16 COCA PAYAMINO PERENCO C. UNIFICADO 30/70 1.256.390 4.150 17,04

17 BERMEJOS TECPECUADOR C. MARGINAL 72/28 7.640.687 4.643 -

18 PALANDA Y OTROS PETROSUD C. MARGINAL 51/49 11.221.871 2.635 -

19 PINDO PETROBELL C. MARGINAL 64/36 20.082.214 5.890 -

20 TIGUINO PETROBELL C. MARGINAL 57/43 11.221.871 5.093 -

21 PUCUNA CONSORCIO AMAZONAS C. MARGINAL 73/27 20.082.214 2.257 -

22 ARMADILLO CONSORCIO AMAZONAS C. MARGINAL - 9.065.643 - -

23 TIVACUNO REPSOL SERV. ESPECIFICOS - 5.655.141 5.597 21,62

24 SHIRIPUNO PETRORIENTAL SERV. ESPECIFICOS - - - -

25 BIGUNO Y OTROS SIPEC SERV. ESPECIFICOS - 58.954.813 14.213 17,35

26 MD SIPEC SERV. ESPECIFICOS - ↕ ↕ ↕

27 B15 PETROAMAZONAS SERV. ESPECIFICOS - 223.416.867 99.747 14,47

28 SANTA ELENA ESPOL SERV. ESPECIFICOS - 11.400.341 1.373 50,87

29 PUNGARAYACU IVANHOE - CHINA SERV. ESPECIFICOS - 315.686.000 - -

30 SACHA RIO NAPO SERV. ESPECIFICOS - 461.841.784 52.874 -

31 ATACAPI DYGOIL-CHANGQING ALIANZA OPERATIVA - 20.195.635 - 16,43

32 V.H.R DYGOIL-CHANGQING ALIANZA OPERATIVA - 12.451.523 - ↕

33 B4 PDVSA ALIANZA ESTRATEGICA - - - -

34 B40 ENAP ALIANZA ESTRATEGICA - - - -


Las reservas remanentes son las oficiales de la D.N.H., calculadas al 31 de diciembre del 2008, la producción corresponde al reporte gerencial del 15 de marzo del 2010 y los costos del barril producidos a los señalados por las compañías en las negociaciones de los contratos de transición temporal y a los pagados por Petroecuador, según los datos de los Estados Fianancieros del 2009.

De los 34 contratos vigentes, el Gobierno negoció los siguientes contratos de “transición temporal”

1.-
Bloque 14 Petroriental;

2.-
Bloque 17 Petroriental;

3.-
Bloque 18 Petrobras;

4.-
Campo Unificado Palo Azul – Petrobras;
5.-
Bloque 16 Repsol;
6.-
Campo Unificado Bogui – Capirón Repsol; y,
7.-
Bloque 10  Agip

Los contratos del Bloque 16 y del campo unificado Bogui – Capirón terminan el 31 de enero del 2012 y el del Bloque 14 el 21 de julio de ese mismo año y entonces, resulta inaceptable que se suscriban otros por 10 años más de explotación de las pocas reservas de hidrocarburos remanentes, en perjuicio del Estado.
Petroecuador debe nombrar con urgencia los interventores necesarios para organizar la reversión de los campos, de las intalaciones y de la producción del poco petróleo que todavía queda en esos campos.
El contrato del Bloque 17, cambiado ilegalmente de prestación de servicios a participación mediante una reforma reglamentaria a los Decretos 1416 y 1417 que no permitían cambiarse de un contrato a otro, sin modificar la Ley de Hidrocarburos, es verdaderamente absurdo que ahora vuelva a convertirse en otro de prestación de servicios, sin ningún fundamento legal.

En esta ilegalidad se encuentran tambien los contratos de los Bloques 1, 3, 7, 18, 21 Y Tarapoa, sin ser parte de las actuales negociaciones y que inexplicablemente se mantienen intocados.  El del Bloque 18 está en trámite de caducidad desde 1999.
Los contratos de campos unificados transformados a participación, en violación del Art. 85 de la Ley de Hidrocarburos que solo permite la suscripción de convenios de explotacíon conjunta de los yacimientos comunes, en perjuicio de la equidad de la distribución del petróleo entre las partes, según el porcentaje de las reservas correspondientes a sus áreas, ya no pueden ser objeto de otra arbitrariedad contractual.
En el monto de las reservas establecidas por la D.N.H., consta que el 94.38% de Palo Azul pertenece a las áreas de Petroecuador y el 5.62% al Bloque 18 y en el contrato de participación en vigencia resulta que hasta el 2008, la contratista se llevaba el 50% y ahora el 40%, en perjuicio del país que pierde el 34.38% del petróleo entregado a Petrobras.

En el campo unificado Fanny 18B, Petroecuador es dueño del 78.56% de las reservas y al recibir el 29% de la producción, pierde el 49.56% del petróleo explotado por Andes Petroleum y esta anormalidad continua sin ninguna revisión.
En estos casos, la solución es la de celebrar los convenios ordenados en el Art. 85 de la Ley de Hidrocarburos y que las partes se dividan los costos y la producción, de acuerdo con el parcentaje de las reservas correspondientes a cada área.

La distribución del gas del Bloque 3 a cargo de EDC es otra situación inaceptable, pues, Petroecuador recibe el 10% de la producción y de acuerdo con el Art. 49 de la Ley de Hidrocarburos debe pagar el 16% de las regalías.

Los contratos de campos marginales, al igual que los demás deben cambiar para armonizarse con los mandatos constitucionales en vigencia.
Los contratos de servicios específicos, alianzas operativas y alianzas estratégicas no tienen base legal, se suscribieron sin licitación y es Petroecuador la que les paga los costos, los gastos y las utilidades.

El embargo de la producción de Perenco en los Bloques 7 y 21, en un simulado juicio de coactiva, en vez de la declaración de caducidad que le corresponde tramitar al Ministro de Recursos Naturales no renovables, no puede ser objeto de ninguna clase de negociación.

Las numerosas denuncias sobre estos contratos;  las resoluciones de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción en varios casos; el pronunciamiento oficial de la Contraloría General del Estado sobre los contratos de Prestación de Servicios; las últimas investigaciones del Fiscal General del Estado del caso Palo Azul; y otros pronunciamientos al respecto, respaldan la necesidad inevitable de superar las deficiencias de la contratación petrolera vigente mediante una apropiada, urgente y necesaria aplicación de los mandatos constitucionales a fin de solucionar los principales problemas de nuestra industria petrolera.

El Art. 315 de la Constitución permite únicamente la explotación de los hidrocarburos a la Empresa Pública de Hidrocarburos y a las empresas mixtas con mayoría de acciones del Estado.
La participación privada permitida por excepción en el segundo inciso del Art. 316 ya está normada en el Art. 35 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas y permite expresamente “constituir cualquier tipo de asociación, alianzas estratégicas y sociedades de economía mixta con sectores públicos o privados”.

En resumen, todos los contratos vigentes, los de transición temporal y los de prestación de servicios que el gobierno desea celebrar, son inconstitucionales.

El cumplimiento de los mandatos constitucionales señalados  para la explotación de los hidrocarburos del Estado le corresponde al Gobierno proceder de acuerdo también con el primer inciso del Art. 424 de la Constitución que textualmente dice lo siguiente:

“La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier ordenamiento jurídico.   Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones constitucionales, en caso contrario carecerán de eficacia jurídica.

La aplicación de los mandatos constitucionales, señalados en concordancia con los Arts. 1, 317, 408 y 424 se completan con el cumplimiento de la Disposición Derogatoria que ordena lo siguiente:   “Se deroga la Constitución Política de la República del Ecuador publicado en el Registro Oficial número uno del día once de agosto de 1998, y toda norma contraria a esta Constitución.   El resto del ordenamiento jurídico permanecerá vigente en cuanto no sea contrario a la Constitución”.

El Gobierno debe tomar las medidas necesarias para el cambio de los contratos actuales por las empresas mixtas con mayoría accionaria del Estado ordenado en el Art. 315 o las asociaciones indicadas en el Art. 35 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas para la aplicación del segundo inciso del Art. 316 de la Constitución de la República.

Así mismo, fundamentados en el Art. 424 y en la Disposición Derogatoria, debemos volver a cobrar en todos los contratos las regalías ordenadas en el Art. 317 de la Constitución, en un porcentaje no menor a los de la participación que recibimos actualmente en los contratos de participación y con la aclaración de que no es deducible en el pago del Impuesto a la Renta.
Igualmente, de acuerdo con el segundo inciso del Art. 408 de la Constitución, el Impuesto a la Renta en las actividades petroleras debe fijarse en el 50% calculado sobre los ingresos obtenidos del petróleo recibido después del pago de las regalías.

Para el efecto consideramos que debe añadirse después del Art. 37 de la Ley de Régimen Tributario Interno, otro artículo para  regular el mandato del mencionado Art. 408 de la Constitución.

Estos cambios van a solucionar también los problemas de los ingresos económicos petroleros ocasionados por el impuesto a los ingresos extraordinarios creado en el artículo 164 y siguientes de la  Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador publicada en el Registro Oficial No. 242, Tercer Suplemento, de 29 de Diciembre del 2007, lamentablemente anulados con la aplicación del Art. 172 de la misma que, al respecto, dispone lo siguiente: 
“El pago de este impuesto constituye gastos deducible para la liquidación del Impuesto a la Renta, conforme lo establece la Ley de Régimen Tributario Interno”.
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